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Resumen 
Con la aprobación de la nueva Ley 4/2015, de 29 de abril, del Estatuto de la Víctima del Delito, se aborda desde un enfoque 
victimológico la nueva regulación jurídica, que trata de dar una respuesta integral a las víctimas de delitos cometidos en el 
territorio nacional y residentes en otros países miembros de la Unión Europea. Diferenciando entre víctimas directas e indirectas, 
derechos que le asisten como víctimas, participación dentro del proceso penal, sistema de protección de las mismas y, protocolo 
de actuación desde un punto de vista policial. 
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Abstract 
With the adoption of the new Law 4/2015, of April 29, the Statute of the Victims of Crime, addressed from an victimology approach 
the new legal regulation, which seeks to provide a comprehensive response to victims of crimes committed in the national territory 
and residents in other member countries of the European Union. Differentiating between direct and indirect victims, his rights as 
victims, participation in criminal proceedings, protection system thereof and action protocol from a police view. 
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La Unión Europea a través de la Directiva 2012/29/UE, de 25 de octubre, del Parlamento y del Consejo, relativa a los 
derechos de las víctimas de los delitos, ha establecido una serie de “normas mínimas” a todos los estados miembros. La 
transposición del contenido de la citada Directiva se ha realizado con la aprobación de la Ley 4/2015, de 29 de abril, del 
Estatuto de la víctima del delito y, que entró en vigor el pasado 28 de octubre de 2015, así como su reglamento de 
desarrollo el Real Decreto 1109/2015, de 11 de diciembre, por el que se regulan las Oficinas de Asistencia a las Víctimas 
del Delito, en vigor desde el 1 de enero de 2016. 
De igual forma, esta ley viene a trasponer el contenido de otras Directivas comunitarias de carácter más específico, 
aunque el espíritu de la nueva norma trata de ser un proyecto más ambicioso que la normativa europea, al prever 
medidas y derechos de multitud de víctimas afectadas por delitos de distinta índole. Se pretende dotar de una regulación 
concreta a ciertos grupos de víctimas con especial vulnerabilidad, y, otorgarle una protección especial. 
 Directiva 2011/36/UE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de abril de 2011, relativa a la lucha contra la 
trata de seres humanos y la protección de las víctimas. 
 Directiva 2011/92/UE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de diciembre de 2011, relativa a la lucha 
contra los abusos sexuales y la explotación sexual de los menores y la pornografía infantil. 
 
 En la norma jurídica se ofrece una respuesta integral, se amplía la esfera indemnizatoria y reparatoria de las víctimas, 
se tiene en cuenta el aspecto moral y se reconoce la dignidad de las mismas. Se parte de un concepto más amplio del 
término “víctima” ya que engloba a toda una serie de colectivos: terrorismo, violencia de género, trata de seres humanos, 
delincuencia organizada, violencia o explotación sexual, delitos de odio, violencia en el marco de las relaciones personales, 
personas con discapacidad o menores de edad. 
De igual manera, el nuevo texto legal nace con la finalidad de reforzar los derechos y las garantías procesales de todas 
las víctimas, ofreciendo a éstas y a sus familiares una respuesta lo más amplia posible de todos los poderes públicos, no 
sólo jurídica sino también desde una vertiente social, con independencia de si están personados o no en un proceso penal. 
Se apuesta por un claro enfoque victimológico, ya que la ley incluye en su artículo 1, sin perjuicio de lo establecido en 
su art.17: “A todas las víctimas de delitos cometidos en territorio español o que puedan ser perseguidos en España, con 
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independencia de su nacionalidad, de sin son mayores o menores de edad o de si disfrutan o no de residencia legal,”, algo 
de vital importancia, al tratarse en este último caso, de un colectivo con alto riesgo de victimización.  
En cuanto a las víctimas de delitos cometidos en España y residentes en otros países miembros de la Unión Europea, se 
les brinda la posibilidad de presentar la denuncia ante las autoridades competentes en el estado en el que residan, si no 
quisieran o no pudieran hacerlo en España (en el supuesto que los hechos constituyan un delito grave).  De igual forma, se 
les debe de informar que el país donde residan deberá transmitir la denuncia a las autoridades españolas sin dilación 
alguna si no tuviesen la competencia atribuida para la incoación de un proceso penal. 
Por otra parte, la ley desde un ámbito subjetivo distingue entre: víctimas directas e indirectas. Se alude al término de 
víctima directa a toda a persona física (no se incluye a las jurídicas) que hayan sufrido un daño o perjuicio, sobre su 
persona o sobre su patrimonio, en especial lesiones psíquicas o físicas, perjuicios de índole económica o daños 
emocionales originados directamente por la comisión de un delito. Se considera víctima indirecta en los casos de 
desaparición o muerte causada directamente por un  delito: al cónyuge no separado legalmente o aquella persona unida 
por análoga relación de afectividad, hijos de la víctima o del cónyuge no separado legalmente, que en el momento de la 
muerte o desaparición conviviesen con ella,  progenitores y parientes en línea recta o colateral hasta el tercer grado que 
se encontrasen bajo su guarda y custodia o en acogimiento familiar  y, en defecto de los anteriores a los demás parientes 
en línea recta y hermanos, con preferencia a quien ostente la representación legal de la víctima. La ley pretende otorgar 
una especial protección a los familiares que de materializarse éstos supuestos (muerte o desaparición) pasan 
desgraciadamente a ostentar un papel fundamental asimilable a las víctimas. 
El concepto de víctima, es un concepto de amplio alcance, es por ello que, existe una normativa  específica y dispersa a 
nivel nacional, (por ese motivo, la nueva norma jurídica nace con el firme propósito de ofrecer un marco normativo básico 
y unificado a todas las víctimas). Se regirán además de por la Ley 4/2015, de 29 de abril, por las disposiciones propias que 
les sea de aplicación: 
 Víctimas de delitos violentos y contra la libertad sexual (Ley 35/1995, de 11 de diciembre, de ayuda y asistencia a 
las víctimas de delitos y contra la libertad sexual y su reglamento de desarrollo Real Decreto 738/1997, de 23 de 
mayo). 
 Menores (Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor). 
 Víctimas de Violencia de Género (Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral 
contra la Violencia de Género). 
 Víctimas del Terrorismo (Ley 29/2011, de 22 de septiembre, de Reconocimiento y Protección Integral a las Víctimas 
del Terrorismo, desarrollada por el RD 671/ 2013, de 6 de septiembre).  
 
Otro aspecto muy relevante, es que la consideración de víctima debe tratarse independientemente de si el sujeto 
infractor haya sido: identificado, detenido, acusado, procesado o no por la comisión de un delito, y del resultado que 
arroje el proceso. Entre el catálogo general de derechos comunes de carácter procesal o extraprocesal que asiste a todas 
las víctimas, sin perjuicio, de que hayan sido parte o no en el proceso penal o ejercitado algún tipo de acción, se establece: 
  
a) Derecho de información, la principal novedad de ésta normativa radica en la posibilidad que se le brinda a la 
víctima del derecho a recibir o no recibir información. El ejercicio de este derecho comienza desde “el primer 
contacto con las autoridades competentes”, incluyéndose en este supuesto expresamente “el momento previo a 
la presentación de la denuncia pertinente”. De igual modo, la información que se le proporcione debe ser: 
personalizada y accesible, evitando dilaciones innecesarias, progresiva, actualizada, especializada y respetando la 
autonomía de su voluntad. Este artículo es uno de los más importantes de la norma, ya que además de regular 
todos los aspectos en los que la persona que haya sufrido el perjuicio deberá de ser informada, también 
establece todos los requisitos para que la víctima tenga conocimiento de las resoluciones que tengan lugar 
durante la causa penal. 
 
b) Derecho a efectuar solicitud para la notificación de las resoluciones del artículo 7 de la ley (sentencia, acuerdos 
de prisión, las que afecten a la seguridad de las víctimas, adopción medidas cautelares, participación de la víctima 
en la ejecución de la pena...) que son de gran  transcendencia en la causa, a tales efectos la víctima designará en 
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su solicitud una dirección de correo electrónico, postal o domicilio, al que le serán remitidas todas las 
resoluciones y notificaciones por la autoridad competente. 
En el caso de las víctimas de violencia de género la ley prevé que aunque no se haya efectuado tal solicitud, les 
serán notificadas las resoluciones que acuerden el ingreso y posterior puesta en libertad del infractor, así como 
todas aquellas que acuerden o modifiquen la adopción de medidas cautelares, a no ser que manifiesten su 
voluntad expresa de no ser notificadas. 
 
c) Derecho de protección y apoyo, ya sean psicológicas, materiales, médicas, etc. Así como el procedimiento a 
seguir para su obtención. 
 
d) Derecho a denunciar, informando a la víctima del procedimiento para la interposición de la denuncia y, 
facilitando a la autoridades competentes los elementos de prueba necesarios para la investigación del delito. 
 
e) Derecho de asistencia y atención, así como a participar activamente en el proceso penal. 
 
f) El Derecho a un trato respetuoso, profesional, individualizado y no discriminatorio. 
 
g) Derecho de acceso a justicia restaurativa, orientado a la reparación moral y material de la víctima. 
 
h) El Derecho de asesoramiento y defensa jurídica, indicando a la víctima los supuestos en los que se puede 
acceder a la justicia jurídica gratuita. 
 
i) Posibilidad de solicitar medidas de protección y el procedimiento a realizar. 
 
j) Derecho a percibir las indemnizaciones que les pudieran corresponder, así como las actuaciones a seguir para su 
reclamación.  
 
k) Derecho de la víctima de entender y ser entendida, las comunicaciones orales o escritas deberán tener un 
lenguaje claro, sencillo y comprensible. 
 
l) Derecho al reembolso de los gastos judiciales, así como, el procedimiento a seguir para su reclamación en los 
supuestos en los que sea posible su obtención 
. 
m) Derecho de traducción e interpretación, tanto en las actuaciones policiales, como en las vistas. 
 
n) En los casos de catástrofes naturales, calamidades públicas o cualquier otro suceso que pueda afectar a un 
ingente número de personas, la ley contempla un periodo de reflexión en garantía de sus derechos de 45 días, 
que prohíbe de manera expresa a abogados y procuradores el ofrecimiento de sus servicios profesionales. Esta 
medida quedará sin efecto, en el caso de que la contratación de estos servicios hayan sido solicitados 
expresamente por las víctimas. 
 
o) Derecho de acceso a los servicios de asistencia y apoyo prestados por las Administraciones Públicas y, por las 
Oficinas de Asistencia a la Víctima,  reguladas en el artículo 10 de la ley, y en el Real Decreto 1109/2015. Estos 
servicios se prestarán de manera gratuita y confidencial, realizando una evaluación individualizada, siendo 
extensibles a los familiares de las víctimas cuando se trate de delitos que hayan causado especial gravedad. En el 
caso de Andalucía se denomina SAVA (Decreto 375/2011, de 30 de diciembre, por el que se regula el Servicio de 
Asistencia a las Víctimas de Andalucía). La norma además impone a las autoridades o funcionarios (policiales o 
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judiciales) que entren en contacto con las víctimas su derivación a las citadas oficinas cuando resulte necesario en 
atención a la gravedad del delito o en aquellos casos en los que la víctima así lo solicite. 
 
p) La ley otorga a los hijos menores que se encuentren en un entorno de violencia doméstica o de violencia de 
género, las mismas medidas de asistencia y de protección que a las víctimas de estos delitos. 
 
q) Derecho de las víctimas a ser acompañadas de una persona de su elección, resulta otra de las novedades 
introducidas por la ley, en aras a facilitar que la víctima, se encuentre arropada por una persona de su confianza, 
en todas las actuaciones que realice ante las autoridades correspondientes, sin perjuicio, de la intervención de un 
abogado en los casos que proceda. En este sentido, cuando se trate de menores, la ley les brinda la posibilidad 
que, en el caso de existir conflictos de intereses con sus representantes legales (padre, madre, tutor) podrán ir 
acompañados de una persona de su elección durante la práctica de todas aquellas diligencias en las que resulte 
necesario su intervención. 
 
r) Derechos de protección de la víctima, entre los que se incluye la protección integral frente a los efectos de la 
victimización secundaria (por un mal funcionamiento del sistema de justicia), derecho a salvaguardar su intimidad 
y la realización de una evaluación individual de la víctima adaptada a sus necesidades y, al objeto de detectar a 
los colectivos más vulnerables, con estándares reforzados de protección. 
 
s) Procedimiento a seguir cuando las víctimas residan fuera del territorio español. 
 
En el proceso penal es donde se establecen las novedades más relevantes: 
 Tendrán derecho a recurrir la libertad condicional del reo incluso aunque no estén personadas en el procedimiento 
cuando la pena del delito sea superior a cinco años. De igual forma, están legitimadas para dirigirse al tribunal y 
solicitar que se imponga al liberado condicional las medidas de control necesarias para garantizar su seguridad. 
 Si lo solicitan se les informará sobre todo lo referente al proceso penal (fecha de celebración del juicio, notificación 
de sentencias, sobreseimientos etc.). 
 Se reducirán al máximo sus declaraciones, se procurará que sea siempre la misma persona la que hable con la 
víctima y del mismo sexo en delitos de violencia familiar y sexual. 
 Durante la celebración del juicio se evitarán formularle a la víctima preguntas innecesarias y el contacto visual con 
el agresor. 
 Los reconocimientos médicos se llevarán a cabo cuando resulten imprescindibles para el proceso penal y, se 
reducirán al mínimo el número de los mismos. 
 
Desde un punto de vista policial y, en relación a las actuaciones que debemos tener en cuenta en el momento de la 
formulación de la denuncia (Art. 6 de la Ley 4/2015): 
 Se les informará que tienen derecho a la obtención de una copia de la denuncia certificada.  
  A la Asistencia lingüística gratuita y traducción escrita de la denuncia interpuesta, cuando no se hable o no se 
entienda ninguna de las lenguas oficiales, en el lugar donde se haya presentado la misma. De igual forma, desde el 
ámbito de las actuaciones policiales, resulta necesario saber que, la negativa a no facilitarle a la víctima el ejercicio 
de sus derechos de interpretación o traducción, deberá de ser motivada y con carácter excepcional, debiendo 
quedar reflejado en el atestado policial, en caso contrario, podrá ser recurrido por la víctima en vía judicial. 
También es importante, que la información que se le proporcione a la víctima, sea lo más amplia posible y, 
mantener una actitud proactiva. 
 
En el supuesto de que se trate de una víctima de violencia de género, habría que indicarle; que no están obligadas a 
interponer denuncia, ni declarar en contra de su cónyuge o pareja de hecho. De si la presentación de la denuncia supone 
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la incoación de un proceso penal,  como sucede en los casos de delitos por agresiones, acoso o abusos sexuales cometidos 
a personas mayores de edad, de sí el perdón de la víctima extingue la acción penal, de igual forma, se debe tener en 
cuenta los derechos reconocidos en la normativa específica de determinados colectivos por su condición de más 
vulnerables: menores, víctimas de violencia de género, víctimas de delitos de terrorismo, delitos violentos y contra la 
libertad sexual. 
Desde este mismo enfoque policial y, en relación a los documentos o formularios con información a las víctimas sobre 
sus derechos, enunciar: 
 
-“Acta de información de derechos al perjudicado/a u ofendido por delito” o también denominada “Acta de 
información general a la víctima de delitos”, este documento se le debe de entregar a cualquier persona que con carácter 
general acuda a dependencias policiales a presentar denuncia por haber sido víctima de un delito, debe de recoger entre 
otros aspectos: 
 Contenidos de la Ley 4/2015, de 29 abril (especialmente Art. 5.1). 
 Contenidos de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 
 Información sobre los servicios de asistencia jurídica gratuita. 
 Inclusión en esta tipología de acta, cuando resulte necesario, de los delitos violentos de carácter doloso, y contra 
la libertad sexual.  
  
 Con carácter más específico y sólo para las víctimas de ciertos delitos, se encuentra el:  
 
- “Acta de información a la víctima de violencia de género de los derechos que tiene recogidos en la Ley Orgánica 
1/2004, de 28 de diciembre”, también denominada “Acta sobre derechos de las víctimas de violencia de género”. 
 
- “Acta de ofrecimiento de acciones al perjudicado u ofendido por delito leve”, en los supuestos que se tramite como 
procedimiento abreviado (no incluye la citación a juicio). 
 
- “Acta de información de derechos y citación para juicios inmediatos por delito leve” (Acta de citación a juicio). 
 
Debemos de tener en cuenta, como se ha indicado con anterioridad, que la ley extrema la protección para las víctimas 
calificadas de especialmente vulnerables, aquellas que, por sus circunstancias especiales y por la gravedad y naturaleza del 
delito del que hayan sido objeto (violencia) requieran una especial consideración, como es el caso entre otros colectivos, 
de los menores y las víctimas de violencia de género. 
VÍCTIMAS VIOLENCIA DE GÉNERO 
De igual forma, debemos recordar que los formularios de los derechos de las víctimas no son excluyentes entre sí. Por 
tal motivo, se les hará entrega junto con “el Acta de información a la víctima de violencia de género de los derechos que 
tienen recogidos en la Ley Orgánica 1/2004”,  además con carácter general “el Acta de información general a la víctima de 
delitos”, que como hemos comentado con anterioridad, se entregará con carácter general a todas las víctimas que 
formulen denuncia en dependencias policiales (donde, si fuese el caso, se indicaría también si ha sido víctima de delitos 
violentos o contra la libertad sexual). 
Resultaría conveniente indicar a la víctima que puede obtener una información más amplia y especializada con su 
derivación a las Oficinas del Servicio de Asistencia a la Víctimas de Delitos Violentos y Contra la Libertad Sexual, 
proporcionándole la dirección y el teléfono de las mismas. 
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MENORES 
En primer lugar, se aplicarán a los mismos las medidas del “nivel básico” extensibles a todas las víctimas de delitos (Art. 
20, Art. 21 y Art. 22 de la Ley 4/2015): 
 Protección de su intimidad especialmente durante el traslado a dependencias policiales, que se realizará a ser 
posible por agentes de paisano, en coches camuflados y, evitando la difusión de datos de la actuación que incluyan 
información de carácter personal. 
 Garantizarla protección de la víctima durante el proceso penal. 
 Evitar el contacto visual entre la víctima y el infractor. 
 Recibir declaración sin dilaciones justificadas y, el menor número posible. 
 Los reconocimientos médicos se llevarán a cabo sólo cuando resulten necesarios para los fines del proceso penal y, 
reduciendo al mínimo su número. 
 Informarle que en aquellas diligencias en las que el menor tenga que intervenir puede estar acompañado por sus 
representantes legales (padre, madre, tutor) y, en caso de existir conflictos entre los mismos, por cualquier otra 
persona de su elección o de su confianza (amigos, pareja, etc).  
 
En segundo lugar, debemos tener en cuenta las medidas contempladas en el Art. 25 de la Ley 4/2015 (estándar 
reforzado de protección) podrán tras la correspondiente evaluación individual aplicarse todas o sólo algunas de las 
medidas de protección incluidas en éste precepto: 
 Recibir declaración por profesionales expertos en la materia al objeto de minimizar o reducir los perjuicios a la 
víctima. 
 Que todas las declaraciones le sean realizadas por la misma persona. 
 Que reciba declaración en dependencias adaptadas o concedidas a tal fin. 
 
En tercer lugar, las medidas de protección propias de un menor, contenidas en el Art. 26 de la Ley 4/2015 (estándar 
hiperreforzado de protección) aplicable también a las personas discapacitadas necesitadas de especial protección: 
Sus declaraciones podrán ser grabadas en vídeo y, posteriormente reproducidas en juicio (hacer constar en el atestado 
policial). 
 ● 
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